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Bolivia 

 

Ley 251 (2012) 

 

Artículo 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen de 
protección a personas refugiadas y solicitantes de dicha condición, de conformidad a la 
Constitución Política del Estado, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 
1951 y su Protocolo de 1967, y otros instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos, ratificados por Bolivia.   

Artículo 2. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley se aplica a toda persona 
extranjera que se encuentre en condición de refugiada o que solicite tal condición, en el 
territorio boliviano.  

Artículo 13. (DERECHOS). 

I. Toda persona refugiada y solicitante de tal condición goza de todos los derechos y 
libertades reconocidos en el Ordenamiento Jurídico Nacional, así como en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Bolivia, en particular 
los derechos reconocidos en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951.  

II. Se otorgará a la persona refugiada o solicitante de tal condición el trato más favorable 
posible. 

III. Ninguna disposición del Ordenamiento Jurídico Nacional podrá aplicarse en 
menoscabo de cualesquiera otros derechos y beneficios otorgados a una persona 
refugiada.  
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